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INTRODUCCION 



INTRODUGCION 

La huelga, dentro del derecho del trabajo, es una de -­

las situaciones más discutidas actualmente, ya que no puede ser -

considerada solamente como cuestión jurídica sino como un comple­

jo jurídico-socio-político, que es una forma de expresión de la -

vida social, 

La huelga, reconocida como un derecho de los trabajádo­

res, es uno de los recursos de que disponen éstos para hacer res­

petar sus derechos frente a los patronos, Al mismo tiempo, cons­

tituye un instrumento peligroso, ya que si la huelga se encamina 

con otros fines, puede causar un perjuicio no sólo a la empresa -

contra quien se dirige, sino a los mismos trabajadores, a teroe-­

ros ajenos al movimiento mismo, y a la colectividad en general, -

por lo que requiere que el legislador tenga especial atención a -

fin de adaptarla a las condiciones imperantes en el medio para el 

que legisla. 

Uno de los resultados inevitables de la huelga, es el -

perjuicio que causa.a terceros afectados por la suspensión de la­

bores, es decir, adquiere mayores proporciones.- cuando ésta suspeE_ 

de los servicios destinados a la satisfacción de las necesidades 

generales de la colectividad, que han sido elevados a la catego-­

ría de públicos precisamente para garantizar a los usuarios la -­

continuidad de su prestaci6n. 

Aunque en la doctrina no encontramos ninguna razón que 
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pueda justificar el grave perjuicio ocasionado a la sociedad por 

la suspensión de estos servicios, la natural desconfianza de la -

clase trabajadora hacia el Estado, que en épocas anteriores le de 

negó protección, la necesidad de suplir mediante el derecho de 

huelga la falta de una organización adecuada a la clase trabajad!?_ 

ra y, en particular, a los trabajadores afectos a los servicios -

públicos, obligó al legislador a dar al derecho de huelga el ma-­

yor alcance posible, autorizando su empleo en estos servicios, no 

obstante el antagonismo irreductible que existe entre estas dos -

instituciones. 

Si en épocas anteriores pudo justificarse que el legis­

lador diera a la huelga esta amplitud ante la imposibilidad de l~ 

grar por otros medios el respeto de los derechos de los trabajad~ 

rea afectos a dichos servi~ios, en la actualidad tal medida ya no 

tiene razón de ser, el Estado sigue una política de intervención 

en los problemas de la producción a fin de proporcionar a la cla­

se ·trabajadora la protección que necesita, contando con una am--­

plia legislación y con tribunales encargados de dirimir las con-­

troversias de trabajo y han alcanzado un alto grado de organiza-­

ción. 

El cambio de las condiciones que obligaron al legisla-­

dar a adoptar tal medida y la importancia cada día mayor de los -

servicios públicos, por el aumento constante de las necesidades -

colee ti vas que dichos servicios satisfacen, han hecho que algunas 
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legislaciones limiten el derecho de huelga, prohibiendo su empleo 

en los servicios públicos, Esta limitación se encuentra justifi­

cada, ya que las medidas de protección a la clase trabajadora, d~ 

ben tener como límite el interés social o pÚblico 1 ya que tanto -

el trabajo como el capital desarrollan una importante función so­

cial que el legislador no puede desconocer sin lesionar el inte-­

rés de la sociedad para la que legisla. 

Por otra parte, respetando los derechos que correspon-­

den a la clase trabajadora, cuyo fin es obtener la satisfacci6n -

de sus necesidades esenciales, se debe pusoar la forma de armoni­

zar ambos intereses al mismo tiempo que se le garantice a la cla­

se trabajadora el respeto de sus derechos, se evite toda lesión -

al interés público. 

Nuestra legislación ha descuidado el estudio de este -­

problema que es de tanto interés socio-jurídico, ya que son esca­

sas las disposiciones que tratan de los servicios públicos, no lo 

granda darnos una noción precisa de los mismos; escasas con mayor 

razón son las disposiciones que tratan de la huelga en los servi­

cios públicos, las cuales se dividen en dos ordenamientos princi­

pales: la Ley Federal del Trabajo y, por otro lado, el Estatuto 

Jurídico de los Trabajadores al Servicio del Estado. 

Tanto la falta de aplicación de las disposiciones qué -· 

autorizan el empleo de la huelga en los servicios públicos, así -

como las medidas que ha tenido que tomar el Estado para evitar mo 
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vimientos de esta índole, indican evidentemente la necesidad de -

crear leyes, que inspiradas en el bien común, lleven a la plena -

realización del servicio público como tal, asegurando su continu.!_ 

dad y que armonizando el interés de la colectividad con el de los 

trabajadores, les garantice condiciones de trabajo que redundarán 

en un mejor desarrollo del servicio. La importancia social y ju­

rídica del problema, objeto del presente trabajo, lo hace acree-­

dar a un minucioso y extenso estudio. Mi intenci9n al abordarlo 

es tan sólo dar una visión de conjunto del mis~o, sefialando las -

nociones de los elementos en conflicto que nos proporciona la do!!. 

trina y la forma en que nuestra legislación los ha considerado, -

así como las reformas que considero necesarias para su mejor sol~ 

ción. 



CAP I T'U 1 O I 



- 5 -

LA HUELGA 

A. ORIGEN y EVOLuc;oN HISTORICA 

Las relaciones en la prestación del trabajo siempre han 

dado lugar a reclamaciones o protestas entre el que presta el tr,!!_ 

bajo y el que lo recibe, originadas por el establecimiento de con 

diciones de trabajo desventajosas al trabajador que, individual-­

mente considerado, poca o ninguna resistencia puede oponer a su -

patrono poseedor de los medios de producción. 

La suspensión colectiva de labores constituye el medio 

más simple y eficaz de que pueden valerse los trabajadores para -

exteriorizar sus protestas, siendo por esta circunstancia lo pri­

mero de que se han valido. 

Desde la más remota antigUedad, encontramos movimientos 

de esta índole, Entre los primeros de los que se tiene noticia,­

se citan los realizados en Egipto por los obreros del recinto fu­

nerario real durante el reinado del Faraón Ramsés II, en el afio -

de 1300 a.c.; los de las minas de Sunium y Lauriwn en Grecia y -­

los que se llevaron a cabo en Roma, uno en el siglo IV y otro lle 

vado a cabo pocos siglos después de su fundación, durante las lu­

chas entre patricios y plebeyos en que éstos se retiraron al Mon­

te Aventino negándose a regresar a la ciudad que les negaba posi­

bilidades de vida, (1) 
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Sin embargo, estos movimientos y los realizados durante 

la Edad Media, aunque coinciden con la huelga moderna en que se -

constituyeron suspensiones colectivas de labores, no pueden equi­

pararse con ésta y sólo pueden considerarse oomo antecedentes re­

motos de la misma, pues tuvieron mas bien carácter político que -

profesional y no se realizaron oon la generalidad y frecuencia -­

con la que se realizan a partir del régimen de libertad indus---­

trial. 

- Las antiguas huelgas, dice Máximo Lerroy, fueron suble­

vaciones populares mas o menos salvajes, revueltas tumultuosas, -

que desconocidas por el derecho, fueron enérgicamente reprimidas. 

(2} 

La huelga, que es la acción temporal, colectiva y con-­

certada de loa trabajadores para suspender los trabajos en una_" o 

varias negociaciones, con objeto de alcanzar el mejoramiento de -

sus condiciones de trabajo, no aparece como medio adoptado por la 

clase trabaj~-dora para remediar la injusticia social, sino- hasta 

el primer tercio del siglo XIX, época en que el régimen de libe! 

tad industrial había hecho posible el cambio del sistema de pro-­

ducción del pequefio taller que utilizaba a la Corporación al sis­

tema de la gran industria, que emplea grandes núcleos de trabaja­

dores y lleva tanto a los patronos como a los trabajadores a bus~ 

car en la agrupación la consecución de los fines comunes y la de­

fensa de sus intereses. 
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Entre las causas que originaron su aparici6n se cita: -

el~nacimiento de la gran industria que origin6 la formaci6n de -­

una numerosa clase trabajadora, la injusta situación en que colo­

có a ésta la superioridad del patrono frente al trabajador, falto 

de organización, y la negativa del estado liberal a intervenir en 

los problemas de la producci6n, a fin de proporcionar a la clase 

trabajadora la protección que necesitaba, circunstancias que ori­

ginaron el antagonismo de clases, surgiendo así la idea de la --­

huelga como el arma más eficaz en la lucha de ambas. 

La conciencia adquirida por los trabajadores de la nece 

sidad de su colaboración para los fines de la producción, obligan 

a la empresa a acceder a sus peticiones. Además, el principio de 

libertad industrial que suponía para el capitalista la facultad -

de emplear o no su capital en una actividad industrial y para el 

trabajador la de contratar o no su trabajo y la de romper confor­

me al derecho, su relación con la empresa, también las podemos ci 

tar como causas determinantes. 

Habiendo aparecido estos movimientos en una época en 

que el Estado seguía las doctrinas individualista y liberal, no 

se reconocía la existencia de un interés coleotivo de la clase 

trabajadora. Este grupo debía abstenerse de intervenir en la vi­

da económica, y no debía oponerse a todo aquello que pudiera sig­

nificar un obstáculo al libre juego de las leyes naturales. Por 

estas razones no pudieron ser comprendidos, considerándose a la -

coalición delictuosa y a la huelga como un ataque a la libertad -
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de trabajo, por lo que se le proscribió, 

Posteriormente la huelga dejó de constituír un delito,­

tolerándola como una situación de hecho a la que se dió una fund~ 

mentación individualista. El derecho natural, se dijo, garantiza 

a todos los hombres la libertad de trabajo en sus aspectos posit! 

vo y negativo, que supone para el trabajador la facultad de con-­

tratar o no su trabajo y para el patrono la de continuar los tra­

bajos de la empresa con otros trabajadores "la huelga era, única­

mente un derecho negativo de no trabajar, pero no traía consigo -

la facultad, ni siquiera la posibilidad de suspender los trabajos 

en una. negociación". (J) 

Finalmente la huelga ha llegado a constituir un derecho 

reconocido por la mayoría de las legislaciones y protegido por el 

Estado, Abandonadas las doctrinas individualista y liberal y --­

substitu~das, por una nueva concepción de la sociedad, que recon~ 

ce que en ésta actúan no sólo los individuos sino también los gr~ 

pos, el Estado debe intervenir para proteger el interés de la ola 

se trabajadora, que dando a la huelga su verdadero carácter de m~ 

dio colectivo de defensa, la eleva a la categoría de derecho de -

las mayorías obreras frente a la minoría y al patrono, transfor-­

mándola en un acto jurídico que produce los erectos deseados por 

los trabajadores al otorgarles la facultad legal de suspender las 

labores en las empresas previa observancia de los requisitos que 

la ley establece. 
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B. CONCEPTO 

En el derecho mexicano, la huelga es conceptuada como -

la suspensión temporal del trabajo llevada a cabo por una coali-­

ción de trabajadores (Artículo 440 de la Nueva Ley Federal del -­

Trabajo). La Nueva Ley Federal del Trabajo, como se puntualiza -

en el dictamen de la Cámara de Diputados 1 en relación con el Pro­

yecto, respetó como intocable el derecho de huelga, Las inovacio 

nes que se introdujeron solamente tendieron a precisar conceptos 

y a resolver problemas que se han presentado y superar, en algu-­

nos casos, el procedimiento para declarar un movimiento de huelga, 

El concepto no parece abarcar el contenido sustantivo -

de la huelga como fuerza compulsiva y como medio legal de equipa­

rar las fuerzas económico-sociales del empresario y del obrero. -

La finalidad queda circunscrita al hecho sólo de la suspensión de 

las labores, Sin embargo, el artículo 450 precisa y limita los -

objetivos y define hasta cierto punto el derecho mismo, Es pre~! 

samente la huelga el medio de conseguir el equilibrio entre los -

diversos factores de la producción; es decir, de equiparar el po­

der jurídico-social del capital y el trabajo a fin de armonizar -

sus respectivas posiciones jurídicas. 

Para el Maestro Trueba Urbina la huelga es un derecho -

socio-eoon6mico, cuyo ejercicio permite a los trabajadores alcan­

zar mejores condiciones de trabajo, prestaciones y salarios, y en 

el porvenir sus reivindicaciones sociales. Examinados los elemen 

tos jurídicos que integran este derecho encontramos: 
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l. Que es un derecho social¡ es decir, que no se conc~ 

be como ejercido por un trabajador individual y en su benefi 

cio, lo cual responde a la naturaleza del hecho histórico 

que le dió nacimiento y que sucintamente hemos analizado, 

2. Es un derecho económico, lo que implica que tiene -

como finalidad un efecto económico, Ordinariamente, pues, -

no persigue otros objetivos que beneficios económicos. Bien 

se trate directamente de la mejora del salario; bien, como 

señala el Maestro Trueba Urbina, en condiciones de trabajo -

más favorables, las cuales son susceptibles también de eva-­

luación pecuniaria inmediata; bien, finalmente, en otras 

prestaciones diversas al salario, pero que evidentemente 

acrecientan el poder económico del trabajador y de esta suer 

te su jornal. 

J. El desarrollo del derecho de huelga ha traído como 

consecuencia otros efectos jurídicos diversos a la pura modi 

ficación del salario, de las prestaciones llamadas sociales, 

• y de las condiciones del trabajo, Ello alcanza reivindica-­

clones sociales presentes o futuras no necesariamente de ti­

po económico o bien no directamente vinculadas a la coali--­

ci6n de trabajadores que ejercita este derecho, como son, -­

por ejemplo, el derecho de asociaci6n en entidades sociales 

más amplias o diversas o, para dar apoyo a los derechos de -

otras organizaciones obreras-huelgas por solidaridad, 
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l. Que es un derecho social; es decir, que no se conci 

be como ejercido por un trabajador individual y en su benefi 

cio, lo cual responde a la naturaleza del hecho ·histórico 

que le dió nacimiento y que sucintamente hemos analizado. 

2. Es un derecho económico, lo que implica que tiene -

como finalidad un efecto económico, Ordinariamente, pues, -

no persigue otros objetivos que beneficios económicos, Bien 

se trate directamente de la mejora del salario; bien, como 

sefiala el Maestro Trueba Urbina, en condiciones de trabajo -

más favorables, las cuales son susceptibles también de eva-­

luación pecuniaria inmediata; bien, finalmente, en otras 

prestaciones diversas al salario, pero que evidentemente 

acrecientan el poder económico del trabajador y de esta suer 

te su jornal. 

J. El desarrollo del derecho de huelga ha traído como 

consecuencia otros efectos jurídicos diversos a la pura madi 

ficación del salario, de las prestaciones llamadas sociales 1 

,. y de las condiciones del trabajo. Ello alcanza reivindica-­

cienes sociales presentes o futuras no necesariamente de ti­

po económico o bien no directamente vinculadas a la coali--­

ción de trabajadores que ejercita este derecho, como son 1 -­

por ejemplo, el derecho de asociaci6n en entidades sociales 

más amplias o diversas o, para dar apoyo a los derechos de -

otras organizaciones obreras-huelgas por solidaridad, 
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C. NATURALEZA JURIDICA (POLITICO-SOCIAL) 

ga: 

Analicemos los elementos jurídicos del derecho de huel-

l. Hemos dicho que es un derecho social, Ello implica 

que el trabajador individual no puede legal ni materialmente 

hacer uso de este derecho para oponerse a las condiciones 

económicas y sociales derivadas de su contrato de trabajo 

que le pueden ser lesivas. La huelga ha sido original y --­

substancialmente un derecho de clase. 

La consecuencia ha sido que sólo opera en razón y -

para beneficio de los obreros agrupados en sus coaliciones -

legales permanentes, como son los sindicatos y que en el pr~ 

ceso de la defensa de los intereses obreros no sean desea--­

bles ni los contratos individuales de trabajo ni la no afi-­

liaoión del trabajador en sus organismos clasistas, 

2. El derecho de huelga es un derecho económico, En -

puridad podemos decir que la mayoría de los derechos humanos 

hechos valer en los contratos son susceptibles de evaluación 

económica. Sin embargo, la huelga tiene como finalidad pri~ 

oipal un objetivo económico y se ejerce directamente para 

unificar situ~oiones contractuales que se ven traducidas al 

fin en mejores emolumentos o en diversas condiciones de tra­

bajo que equivalen a lo mismo, es decir, favorables al traba 

jador. 
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J. También hemos dicho que tiene o puede tener objeti­

vos extra-contractuales, como pueden ser los movimientos da 

apoyo a otras agrupaciones, el reconocimiento de éstos por -

parte del patr6n o la afiliación de un sindicato en otro, de 

rama o de industria, En el proceso de desarrollo de la huel 

ga, ésta puede ejercitarse con fines políticos y como medio 

de presión a este nivel, aunque el fin buscado no sea preci­

samente, como lo puntualiza el comentarista, el beneficio -­

económico-social del trabajador. A la postre en las socied~ 

des políticas de tipo capitalista, la huelga es un derecho -

potencial que pretende modificar la estructura y fines polí­

ticos de tales sociedades; en suma, a dar el poder o mayor -

poder a la clase obrera. 

D. CLASIFICACION·Y OBJETIVOS 

Por su extensión y alcance, los movimientos de huelga -

pueden ser divididos en parciales, esto es circunscritos a un seo 

tor de una región o localidad y a uno o varios gremios de trabaj~ 

dores y generales, cuando abarcando toda una Juridioción, suspen­

de las labores en todas las empresas de una determinada rama de -

la industria. 

Como tipo especial de huelga general puede mencionarse 

la huelga general revolucionaria, movimiento de carácter político 

realizado por la totalidad de los trabajadores de un país, como -
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medio para presionar al Estado en un cierto sentido o para hacer 

caer del poder a un grupo político, El hecho de necesitar para -

su realización de todos los trabajadores del país ha hecho imposl:_ 

ble la realización de este tipo de huelga que desconoce la final! 

dad de esta institución y conduce a la destrucción del Estado. 

Por su objetivo, las huelgas pueden ser directas e ind! 

rectas, siendo las primeras aquellas en que el conflicto colecti~ 

vo que las motiva responde a una finalidad vinculada al trabajo -

mismo, interviniendo en ellas solamente los obreros y patronos e!!_ 

tre quienes se ha producido el conflicto, y las segundas aquellas 

que no se originan en una causa que afecte a los trabajadores pa­

rados con relación a la empresa, sino en motivos de solidaridad o 

simpatía con gremios afines, 

Al tipo de huelgas con objetivo no económico pertenecen 

la huelga simbólica, suspensión mínima de trabajo en toda una re­

gión o una rama industrial, con fin generalmente político, y la -

huelga,juridiccional que persigue el reconocimiento de una agrup~ 

ción sindical para negociar con ella el contrato colectivo de tra 

bajo. 

Reconocida por el legislador la necesidad de proteger a 

la clase trabajadora y establecida una amplia legislación encami­

nada a este objeto, la solución normal de los conflictos que oca­

sionan la huelga tendría que haber sido, de acuerdo con el princ! 

pio juridiccional del Estado, el sometimiento de las partes en --
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conflicto a la autoridad de éste a fin de evitar el serio perjui­

cio que ésta ocasiona a la economía de las empresas y por reperc~ 

sión inevitable a la economía general, Sin embargo, .la amplitud 

y complejidad de las causas que la motiva y la natural desconfia~ 

za de los traboJadores hacia el Estado, hizo imposible la aplica-

ción de esta solución, por lo que la actividad del legislador se 

encaminó a limitar su ejercicio, sefialando las causas que la ha--

cen legítima, regulando su desarrollo y creando sistemas para la 

solución de los conflictos que la originan de tal manera que ase­

gurando a los trabajadores la defensa de sus derechos, evite"todo 

perjuicio innecesario a su objeto y cause los menores trastornos 

económicos y sociales a la colectividad, 

Así el derecho de huelga se ha otorgado como un derecho 

condicional que presume el cumplimiento de requisitos que tienen 

por objeto hacer de la huelga un 6ltimo recurso una vez agotados 

los medios de conciliación y plazos de espera. 

Establecidos por las legislaciones que reconocen el de­

recho de huelga, la conciliación previa y el arbitraje potestati-
f 

vo como medJos para solucionar los conflictos que ocasionan la --

huelga, el Último paso hacia una auténtica juridicción contencio-

sa lo constituye el arbitraje obligatorio, si hasta ahora no ha -

sido posible evitar la huelga dando en general a los conflictos -

que la originan esta solución, el cambio de las condiciones que -

obligaron al legislador a dar al derecho de huelga la mayor ampl! 

tud posible en cuanto a los trabajadores autorizados para ejercí-
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tarlo, ha hecho que las legislaciones de algunos países limiten -

su ejercicio prohibiéndola en los servicios públicos destinados a 

satisfacer necesidades ·generales y permanentes de la sociedad, 

Tal limitación se encuentra perfectamente Justificada,­

el Maestro Mario de la Cueva dice: "La desconfianza que en otros 

tiempos tuvieron los trabajadores hacia el Estado no se compren­

de en el Estado moderno: la huelga fue una situación de hecho pr~ 

voc~da'por el liberalismo, pero la idea de justicia social haga­

nado terreno en la vida contemporánea; el Estado aún aceptando la 

explicación del materialismo histórico, se encuentra hoy en uno -

de aquellos períodos de que hablaba Engels cuando logra independl 

zarse de las clases y adquirir un equilibrio superior a ellas, El 

nuevo Estado está más cerca de los obreros que del capital y no -

se entiende que sean los trabajadores quienes estorben su marcha". 

Otra de las razones que indujeron al legislador a reco­

nocer en forma amplísima el derecho de huelga, la falta de organ! 

zaoión de la clase trabajadora, tampoco puede aducirse ya en con­

tra de su limitación, pues en la actualidad éstos y en particular 

los trabajadores·al servicio·del Estado han alcanzado un alto gr! 

do de organización. Examinados aunque someramente ~Y en.•~~~minos 

generales la evolución histórica de la huelga, sus caracteres bá­

siaos, sus fines, su necesaria limitación ante el interés público, 

según la doctrina general, quedamos ahora por ver qué concepto -­

tiene nuestra legislación de la misma, cómo la define, qué alcan­

ce le dá y cuáles son los medios que nuestro derecho establece P.! 
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ra su s·o1ución. 

Nuestra legislación ha marcado con claridad las tres -­

etapas de la evolución de la huelga, 

Las primeras huelgas fueron perseguidas y considerudas 

delictuosas las coaliciones por considerar, dentro del más rígido 

criterio libera.lista, que constituían ataque a la libertad de -­

trabajo. ~l Código Penal de 1872, promulg~do por Don Benito Juá-

re1, consideró como delito "Todo medio de violencia física o mo--

ral con el objeto de hacer que suban o bajen los salarios o jorn~ 

les de los operarios, o impedir el libre ejercicio de la indus---

tria, o del trabajo". 

La influencia de la literatura europea favorable a las 

hue~~as y las noticias de los movimientos huelguísticos de los re 

rrocarrileros norteamericanos inclinaron a las autoridades a una 

cierta tolerancia. Sin embargo, en los años de 1906 y 1907, du-­

rante el gobierno del General Don Porfirio Dia1 1 estallan las cé­

lebres huelgas de Cananea y Río Blanco, cuya represión arrojó un 

saldo sangriento. Cáído el régimen porfirista, se inicia una et!. 

pa de firme tolerancia interrumpida sólo por las medidas tomadas 

contra los organizadores de la huelga general de 1916. , 

El último período en la evolución de la huelga lo cons-

tituye su reconocimiento como un derecho de los trabajadores que 

inicia nuestra Constituci6n de 1917 1 al establecer en su Artículo 

123, base de toda nuestra legislación del trabajo, Fracción XVII: 

·· . .. 
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"Las leyes reconocerán oomo un derecho de los obreros y de loa P!.. 

tronos las huelgas y loa paros 11 • 

La huelga se transformó de hecho delictuoso en acto ju­

rídico: en derecho colectivo de los trabajadores que hace posible 

la suspensión del trabajo de una o varias empresas determinando -

únicamente la suspensión del contrato de trabajo y no su resci--­

sión como en épocas anteriores. 

El paro patronal quedó limitado por la Fracción XIV del 

mismo artículo, a los casos en que el exceso de producción haga -

necesario suspender el trabajo para mantener los precios en un li 

mite costeable 1 previa aprobación de la Junta de Conciliación y -

Arbitraje, 

Sefialando el Artículo 12J Constitucional, las bases so­

bre las ouales deberían ser elaboradas las leyes reglamentarias -

oorrespondientes, atribuía tal facultad a las legislaciones de -­

los Estados, con la intención de hacer coincidir las dispoaicio-­

nea de los Estados con la realidad particular de cada Entidad de 

la Federación, sin embargo, el poco interés que las legislacio-­

nes locales pusieron en su reglamentación y la falta de unanimi-­

dad de criterio legislativo determinaron que se reformara la Con~ 

titución, otorgándose competencia exclusiva al Congreso de la --­

Unión para legislar en materia de trabajo. 

Realizada la modificación al preámbulo del Artículo 12J 

y a la Fracción X del 7J, el Jl de agosto de 1929, ese mismo año 



- 18 -

fue presentado al Congreso de la Uni6n un proyecto de Ley Federal 

del Trabajo, conocido como Proyecto Portes Gil, por el entonces -

Presidente de la República. Este proyecto, que puede considerar­

se como antecedenLe de nueotI•n Ley actual, fue muy discutido y -­

criticado. 

Las críticas al proyecto antes citado dieron las bases 

a uno nuevo, el cual fue elaborado por una comisi6n dependiente -

de la Secretaría de Industria, Comercio y Trabajo •.. El resultado 

de esto fue presentado al Congreso y mereci6 su aprobaci6n con a_'.!:. 

gunas modificaciones, siendo la Ley Federal del Trabajo vigente,­

promulg~da el 27 de agosto de 19)1 por el Ing, Pascual Ortiz Ru-­

bio, entonces Presidente de la República. No toda la materia de 

huelgas en nuestra legislación está contenida en la Ley Federal -

del Trabajo, el Artículo 2 del propio Ordenamiento sefiala excep-­

tuados de sus disposiciones a los trabajadores del Estado, cuyas 

relaciones se regirán por las Leyes del Servicio Civil que ae ex­

pidan, 

Estando aún en proyecto estas leyes, en 19JS entr6 en -

vigor el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio del Es 

tado, el que contrariamente a lo que dispone la doctrina, sin res 

pender a una necesidad en nuestro medio y sin tomar en cuenta los 

antecedentes que en nuestra legislación existen acerca de los se!. 

vido'res públicos, conced,~ a éstos el derecho de huelga. 

Volviendo a la Ley Federal del Trabajo, vemos que cona!. 

gra el derecho de huelga como un derecho condicional que necesita 
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llenar, para su legal ejercicio, ciertos requisitos que la Ley se 

!!ala. Define a la huelga e orno "la suspensión legal y temporal 

del trabajo como resultado de una coalición de trabajadores" 1 de­

finiendo a ésta como "el acuerdo de un grupo de trabajadores o de 

patronos para la defensa de sus in·tereses comunes". 

La Ley Federal del Trabajo no sólo reconoce el derecho 

de huelga, sino que contiene disposiciones (Artículo 272) que --­

obligan a las autoridades a proteger y hacer respetar el ejerci-­

cio de tal derecho, invirtiendo así la actuación del Estado dura!!_ 

te el liberalismo, considerando como ofensa a los derechos de la 

sociedad la substitución de los trabajadores huelguistas o la con 

tinuación de las labores por la minoría no huelguista, 

A este respecto, nuestra Ley considera a la huelga "co­

mo un derecho de la mayoría frente a la minoría y al patrón" 1 eº!!. 

secuente ello con los principios de mayor interés y demoráticos -

del derecho social, Siguiendo la clasificación que hace el Artí­

culo 123 Constitucional, las huelgas son divididas por la Ley Fe­

deral del Trabajo en lícitas e ilícitas, existentes e inexisten--

tes, 

Huelga lícita es aquella que persiguiendo los objetos -

sefialados por la propia Ley y tendientes al equilibrio entre los 

factores de la producción, se limita a la mera suspensión de labo 

res sin que se ejecuten actos de violencia contra las personas o 

las propiedades. 
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Se consigna, asimismo, como causa de ilicitud, el que -

en caso de guerra los huelguistas pertenezcan a establecimientos 

o servicios que dependan del Estado, 

Huelga existente es aquella que, declarada por la mayo­

ría de los trabajadores de la empresa afectada, tenga por objeto 

alguno de los sefialados por la Ley, siempre que se hayan llenado 

loa requisitos de formulaci6n y envío a la autoridad del trabajo, 

en tiempo y forma, del pliego de peticiones y recibida que haya -

sido la respuesta negativa. 

Las causas de huelga son: según el Artículo 260: 

"l, Conseguir el equilibrio entre los factores de la -

producción armonizando los derechos del trabajo con los del 

capital, La Suprema Corte de Justicia considera comprendi-­

dos dos casos: el desequilibrio entre los factores de la pr.2. 

ducción motivado por desigualdades perjudiciales en las con­

diciones de trabajo de una empresa, considerada y otras simi 

lares o entre los trabajadores de una misma empresa, y el º!. 

so de despido injustificado de obreros, en que ~l conflicto 

colectivo aparece por falta de armonía entre los factores de 

la producci6n." 

"II, Obtener del patrón la celebración o el cumplimie!!_ 

to del contrato colectivo. Se ha considerado generalmente -

al contrato colectivo como una de las instituciones del dere 

cho obrero que más ventajas ha reportado a los trabajadores, 
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muchas de las mejoras en las condiciones de trabajo que la -

Ley ha consagrado, los contratos colectivos ya las consigna­

ban. Además, el contrato colectivo facilita la contratación 

en las grandes factorías que emplean grandes masas de traba­

jadores que harían dilatada y difícil la contratación indivi 

dual •11 

"III. Exigir la revisión en su caso, del contrato ao-­

lectivo al terminar el período de su vigencia, en los térmi­

nos y casos que la Ley establece, 11 

"IV. Apoyar una huelga que tenga por objeto alguno de 

los enumerados en las fracciones anteriores y que haya sido 

declarada lícita. 11 

El objeto de esta clase de huelga no es económico dire.::_ 

tamente, sino que tiene por causa la solidaridad obrera, Estando 

el Estado obligado a procurar el bienestar social debe proscribir 

esta clase de huelgas, que ocasionan perjuicios a personas ajenas 

al conflicto que motiva la acción solidaria y que extienden los -

dafios propios de la huelga, con el consiguiente trastorno para la 

economía general. 

Para la solución de los conflictos que -Originan la hue! 

ga, nuestra Ley establece un sistema de conciliación y arbitraje 

potestativo. 

Sefiala un plazo entre el aviso y la declaración de la -

huelga, a fin de utilizar ésta sólo como un Último recurso una --
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vez agotada toda posibilidad de conciliación. El arbitraje volu~ 

tario permite a las partes la libertad de someterse o no a árbi-­

tros, con la obligación de que una vez aceptadas las decisiones -

de los terceros árbitros, éstas serán obligatorias. Sefiala la -­

Ley que las huelgas pueden terminar: por arreglo entre las partes 

y por laudo de la Junta de Conciliación y Arbitraje respectiva. 

La huelga puede ser considerada desde tres aspectos: 

l. Económicamente tiende a obtener ventajas materiales 

para los trabajadores influyendo en el régimen económico de 

las empresas y como consecuencia inevitable en el régimen de 

la economía general. 

2. Socialmente constituye una perturbación colectiva,­

una alteración violenta de la vida normal del trabajo y oua!!_ 

do ampliando su radio de acción suspende los servicios nece­

sarios a la comunidad, un peligro para la paz, salud y segu­

ridad públicas. 

'.3. Jurídicamente una suspensión o una rup,tura del con­

trato de trabajo y en todo caso un medio para obligar a la -

empresa a acceder a las peticiones de los trabajadores. 



C A P I T U L O II 
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EL DERECHO DE HUELGA DE LOS TRABAJADORES AL 
SERVICIO DEL ESTADO 

A. ARTICULO 123 DE LA CONSTITUCION DE 1917 

La Constitución Mexicana de 1917 es la primera en el -­

mundo en declarar y proteger lo que de~pués ha sido llamado gara~ 

tías sociales, o sea, el derecho que tienen todos los hombres pa-

ra llevar una existencia digna y el deber del Estado de asegurar 

que así sea. 

Esta Constitución es el resultado de los esfuerzos, de 

las luchas y de los pesares del Pueblo Mexicano; de miles de hom­

bres anónimos que generosamente vivieron los azares de una cruel 

lucha, con la esperanza de construír una patria mejor para sus hi 

jos, 

El Maestro Trueba Urbina en su obra "El Artículo 12J",-

seHala que: "Los Diputados Revolucionarios, previsores y precavi­

dos, quisieron que quedase en la Constitución de la República, en 

nuestra Ley Fundamental, un Capítulo de Garantía~ Sociales, Con 

este hecho, los Constituyentes Mexicanos de 1917 se adelantan a -

todos los del mundo. Nuestra Constitución iba a ser la primera -

que incluyese garantías sociales en casi todos los países de Euro 

pa; al redactarse las nuevas Constituciones posteriores a la gue-

rra de 1914 y 191S, pocas Constituciones incluyeron, entre las g! 

rantías individuales, algunas garantías sociales y ninguna excep-

to la Rusa, que tiene estructuras especiales, alcanzó la ideolo--
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gía avanzada de la Constitución de 1917". (4) 

La época contemporánea del Derecho del Trabajo se ini-­

cia, en la Constitución Mexicana de 1917, por ser la primera en -

elevar en la categoría de Derechos Sociales las instituciones y -

principios básicos del Derecho del Trabajo, 

El día 5 de febrero de 1917 1 se promulgó la Constitu--­

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el Artículo 123 

de la Constitución vigente, fija las bases para la reglamentación 

de la huelga, al sefialar en su Fracción XVII que: "Las Leyes rec~ 

nacerán como un derecho de los obreros y de los patronos las huel 

gas y los paros si entendemos que la huelga es un derecho social 

cuyo ejercicio permite a los trabajadores ·alcanzar mejores prest~' 

aiones y condiciones de trabajo, también debemos decir que reivin 

dioa al trabajador y no sólo como un derecho de auto-defensa." 

El Maestro Trueba Urbina, siendo Diputado a la Legisla­

tura XXXVIII ante el Congreso, expuso lo siguiente: "Ni Avila Ca­

macho, ni los Diputados que integramos esta Legislatura, mutilar~ 

rnos el derecho de huelga; el Artículo 259 del Proyecto del Sefior 

Presidente de la República, que la Comisión acoge íntegramente, -

no es más que la consagración de la legalidad de hecho; consecue~ 

cia del ejercicio del derecho de huelga. Si pues, la Constitu--­

ción declara que la huelga es un derecho de los trabajadores, el 

Artículo 259 al decir que la huelga es la suspensión legal, el he 

cho material consiste en la paralización de labores, constituye -

también un estado legal, absolutamente legal, que debe ser respe-
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tado no sólo' por las autoridades, sino-por los particulares, por 

todas las gentes que intervengan en los movimientos de huelga; e~ 

to tiene por objeto evitar los testaferros patronales, que agen-­

tes patronales, que en un momento dado quieran perturbar el esta­

do legal de la huelga por tratarse de un hecho que no es mas que 

la consecuencia Jurídica del ejercicio de un derecho, 11 

"Claro está, que la Comisión ha percibido perfectamente 

bien, el alcance de la reforma; no tengo que agregar nada a la C~ 

misión, solamente si quiero que se haga constar en el diario de -

los debates, que la introducción del término legal no viene a es­

tablecer un nuevo tipo de huelga, o sean las huelgas legales; no 

sefiores, no constituye el tipo de huelga, no es más que la consa­

gración jurídica de un estado de hecho, que nadie debe perturbar, 

ni trabajadores, ni patrones, ni autoridades, ni terceros extra-­

fios. 11 

Nuestras normas Constitucionales de Trabajo, suatanti-­

vas y procesales, no son simplemente proteccionistas y equilibra­

doras o niveladoras, en función de la socialización del derecho,­

sino reivindioadoras de la clase obrera; no son estatutos regula­

dores entre dos clases sociales en pugna, sino que tienen por fi­

nalidad imponer justicia social reivindicando los derechos de la 

clase trabajadora a efecto de que recupere con los bienes de la -

producción lo que justamente le corresponde por la explotación de 

que ha sido objeto a través de la historia. 
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B. EL DERECHO DE HUELGA EN EL ESTATUTO DE LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO 

En la historia del movimiento de los trabajadores al 

Servicio del Estado en México, no existieron grandes grupos en 

pie de lucha, que presionaran al Estado para el reconocimiento y 

declaraci6n de sus derechos, El inicio de la Revoluci6n no cre6, 

por su situación emulsionada, ninguna ordenaci6n jurídica protec­

tora del servicio público, 

Breves títulos se iniciaron en 1911, para reconocer los 

derechos adquiridos por los bur6cratas, en atención a su antigUe­

dad. Así fue el Proyecto de la Ley del Servicio Civil de los Em­

,-s..pleados Federales presentado por los Diputados Justo Sierra Hijo, 

y Tomás Berlanga, el 14 de julio de 1911 1 ante la Cámara corres--

pondiente, sin que hubiera sido aceptado. 

Otro fracaso fue el intento de la Ley del Servicio Ci-­

vi l del Poder Legislativo que el Diputado Amilcar Zentilla prese!!_ 

tó en la sesión del 30 de octubre de 1929, (5) 

En realidad, fue a partir de 1930 cuando se levantó el 

clamor público, Era necesaria la existencia de normas legales 

que garantizaran la estabilidad de los servicios públicos, habie,!!. 

do obtenido precaria protección en algunos casos de buena volun--

tad de las autoridades y sin que se tomara en cuenta su conducta -

ni su antigUedad. 

El 14 de julio de 1931 apareció un reglamento para el -
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personal de la Secretaría de Hacienda, precedente de la futura 1~ 

gislación burocrática. Años más tarde, el 12 de abril de 1934, -

se publicó el "Acuerdo sobre Organización y Funcionamiento de la 

Ley del Servido Civil". 

Fue el primer paso de reglamentación de los derechos de 

los trabajadores al Servicio del Estado, aún cuando su defecto 

constitucional era manifiesto y su vigencia fugaz. 

En el afio de 19J5, el Partido Nacional Revolucionario,­

formuló un proyecto de ley del Servicio Civil, obligándose dicho 

partido hacia los empleados públicos que integraban una gran par­

te de sus filas, para mejorar su situación y definir claramente -

sus derechos, a pesar de que el proyecto era superior a la regla­

mentación expedida anteriormente, fue un intento que no mereció -

la aprobación legislativa, pero sirvió como antecedente para la -

elaboración del Estatuto de los Trabajadores al Servicio de los -

Poderes de la Unión, promulgado el 27 de noviembre de 19J8, y pu­

blicado en el Diario Oficial el 5 de diciembre del mismo año. 

A iniciativa del Presidente Cárdenas, el Congreso de la 

Unión expidió el mencionado Estatuto, para proteger los derechas 

de los trabajadores al Servicio del Estado, oreándose en favor de 

ellos, preceptos proteccionistas y tutelares, quedando el Estado­

autolimitado en los términos del referido estatuto, 

Además, se creó el Tribunal de Arbitraje para conflic-­

tos burocráticas, para dar una mejora y garantizar a los trabaja-



- 28 -

dores. pe estableció un tribunal especial y Juntas Arbitrales de 

cada dependencia del Ejecutivo Federal, Colegiados y con indepen­

dencia absoluta de la autoridad oficial de los Organos del Esta-­

do; integrada por representantes del Ejecutivo Federal, de sus -­

unidades burocráticas, y con individuos designados de común acue~ 

do por los representantes oficiales de los trabajadores. Indepe~ 

dientemente de las normas tutelares existentes entre el Estado y 

sus servidores, se crearon en favor de éstos los derechos de aso­

ciación profesional y de huelga, 

El Estatuto de los Trabajadores del Servicio de los Po­

deres de la Unión de 1941, siguió los mismos principios sociales -

del Estatuto anterior, excepto en lo relativo a loa empleados de 

confianza, cuya nómina fue aumentada. Sin embargo, se conserva -

la línea revolucionaria del anterior estatuto en cuanto a la pro­

tección, tutela y reivindicación de los trabajadores al Servicio -

del Estado y cuya efectividad, dependerá de que en su lucha se -­

identifique con la clase obrera. (6) 

Como los estatutos de 19J8 y 1941 fueron objetados de -

inconstitucionales, el 5 de diciembre de 1960 se adicionó con el 

Apartado III, el Artículo 12J Constitucional, 

La iniciativa del entonces Licenciado Adolfo López Ma-­

teos, entre otros aspectos sefialaba: "Los trabajadores al Servi-­

cio del Estado, por diversas y conocidas circunstancias no habían 

disfrutado de todas las garantías sociales que el Artículo 123 

Constitucional consigna para todos los demás trabajadores, Es 
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cierto que la relación jurídica que une a los trabajadores en ge-

neral con sus respectivos patronos, es de distinta naturaleza de 

la que liga a los servidores públicos con el Estado, puesto que -

aquéllos laboran para empresas con fines de lucro o de satisfac--

ción personal mientras que éstos trabajan para instituciones de -

interés general, constituyéndose en íntimos colaboradores en el -

ejercicio de la función pública, pero también es cierto, que el -

trabajo no es una simple mercancía sino que forma parte esencial 

de la dignidad del hombre, de ahí que deba ser siempre legalmente 

tutelado." (7) 

La Nueva Ley Federal de los Trabajadores al Servicio --

del Estado promulgada el 27 de diciembre de 196J, estableció los 

derechos y deberes de los trabajadores al Servicio del Estado, --

Sigue los lineamientos del primer Estatuto, mejorándolo en su téc 

nica legislativa, sin proteger debidamente los derechos de la bu­

rocracia y haciendo ineficaz ia ejecución de los laudos, pues las 

multas a los titulares son nulas. (8) 

C. EL DERECHO DE HUELGA EN EL APARTADO b) DEL 
ARTICULO 123 

El original Artículo 12J de la Constitución de 1917, al 

referirse a los sujetos del derecho de trabajo, denominados ero---

pleados, comprende tanto a los empleados particulares como a los 

empleados del Estado, incluyendo a los de los Municipios, ya que 

unos y otros son empleados públicos y constituyen el elemento bu-
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roorátioo que forma parte de la clase obrera. 

Los derechos sociales que contiene son exclusivos para 

el sector burocrático, 

En su Apartado b) expresa la siguiente: 11 Entre los Pod~ 

res de la Unión, los gobiernos del Distrito y de los Territorios 

Federales y sus trabajadores: 

l. La jornada diaria máxima de trabajo (diurna y noc-­

turna) será de 8 y 7 horas respectivamente, Las que excedan 

estos términos, se considerarán extraordinarias y se pagarán 

con un cien por ciento más de la remuneración fijada para el 

servicio ordinario. 

En ningún caso el trabajo extraordinario podrá exae 

der de J horas ni de J veces consecutivas. 

2. Por cada seis días de trabajo, disfrutará el traba­

jador de un día de descanso cuando menos con goce de sueldo 

íntegro, 

J. Los trabajadores gozarán de vacaciones que nunca se 

rán menores de 20 días al afio, 

4, Los salarios serán fijados en los presupuestos res­

pectivos, sin que su cuantía pueda ser disminuída durante la 

vigencia de éstos, 

En ningún caso los salarios podrán ser inferiores -

al mínimo para los trabajadores en general en el Distrito Fe 

deral y en las entidades de la República, 
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5, A trabajo igual corresponderá salario igual sin te­

ner en cuenta el sexo, 

6, Sólo podrán hacerse retenciones, descuentos, deduc­

ciónes o embargos al salario en los casos previstos en las -

leyes. 

?, La designación del personal se hará mediante siste­

mas que permitan apreciar los conocimientos y aptitudes de -

los aspirantes; el Estado organizará escuelas de administra­

ción pública. 

8, Los trabajadores gozarán de derechos de escalafón,­

ª fin de que los ascensos se otorguen en función de los cono 

cimientos, aptitudes y antigUedad, 

9. Los trabajadores sólo podrán ser suspendidos o cesa 

dos por causa justificada en los términos que fije la ley. 

En los casos de separación injustificada tendrán de 

recho a optar por la reinstalación en su trabajo o por la in 

demnizaoi6n correspondiente, previo el procedimiento legal.­

En los casos de supresión de plazas los trabajadores afecta­

dos tendrán derecho a que se les otorgue otra equivalente a 

la suprimida o a la indemnización de ley, 

10. Los trabajadores tendrán el derecho de asociarse p~ 

ra la defensa de sus intereses comunes, podrán asimismo ha-­

cer uso del derecho de huelga, previo el cumplimiento de los 

requisitos que determine la ley, respecto a una o varias de-
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pendencias de los Poderes Públicos, cuando se violen de mane 

ra general y sistemática los derechos que este artículo les 

consagra. 

11, La seguridad social se organizará conforme a lao 

guientes bases mínimas: 

a) Cubrirá los accidentes y enfermedades profesio­

nales, las enfermedades no profesionales y maternidad 1 -

la jubilación, la invalidez, vejez y muerte. 

b) En caso de accidente o enfermedad, se conserva­

rá el derecho de trabajo por el tiempo que determine la 

ley. 

e) Las mujeres disfrutarán de un mes de descanso -

antes de la fecha que aproximadamente se fije para el -

parto, y de otros dos después del mismo, Durante el P! 

ríodo de lactancia, tendrá dos descansos extraordina--­

rios por día, de media hora cada uno, para amamantar a 

sus hijos, Además, disfrutará de asistencia médica y -

obstetricia, de medicinas, de ayudas para la lact!incia -

y del servicio de guarderías infantiler-, 

d) Los familiares de los trabajadores tendrán ~er~ 

cho a asistencia médica, y medicinas en los casos y n 

la proporción que determine la ley, 

e) Se establecerán centros para vacaciones y para 

recuperación, así como tiendas económicas para benefi-­

cio de los trabajadores y sus familiares, 
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f) Se proporcionará a los trabajadores habitacio-­

nes baratas en arrendamiento o venta, conforme a los -­

programas previamente aprobados. 

12. Los conflictos individuales, colectivos o inter-sin 

dicales, serán sometidos a un Tribunal Federal de Concilia-­

ción y Arbitraje, integrado según lo prevenido en la ley re­

glamentaria. 

Los conflictos entre el Poder Judicial de la Federa 

ción y sus servidores serán resueltos por el Pleno de la Su­

prema Corte de Justicia de la Nación. 

lJ, Los militares, marinos y miembros de los cuerpos de 

seguridad públicos, así como el personal de servicio exte--­

rior, se regirán por sus propias leyes, 

14. La ley determinará los cargos que serán considera-­

dos de confianza. Las personas que los desempeñen disfruta­

rán de las medidas de protección al salario y gozarán de los 

beneficios de la seguridad social. 11 

La lucha política de los trabajadores al Servicio del -

Estado, a partir del Estatuto Cardenista de 1938, se les recono-­

ció el derecho de huelga, derecho que fue elevado a la categoría 

de norma fundamental en la Fracción X del Apartado b) de la Cons­

titución, 

La Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Esta 

do, reglamentaria del mencionado Apartado b), reglamenta el ejer-
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cicio del derecho de huelga de la manera siguiente: 

Artículo 92.- Huelga es la suspensión temporal del tr.§!_ 

bajo, como resultado de una coalición de trabajadores, decretada 

en la forma y términos que esta ley establece, 

Artículo 9J.- Declaración de huelga es la manifesta--­

ción de la voluntad de la mayoría de los trabajadores de una de-­

pendencia de suspender las labores de acuerdo con los requisitos­

que establece esta ley, si el titular de la misma no accede a sus 

demandas. 

Artículo 94.- Los trabajadores podrán hacer uso del d.!':_ 

reoho de hµelga respecto de una o varias dependencias de los Pod~ 

res Públicos, cuando se violen de manera general y sistemática -­

los derechos que consagra el Apartado b) del Artículo 12J Consti­

tucional. 

Artículo 95.- La huelga solo suspende los efectos de -

los nombramientos de los trabajadores por el tiempo que dure, pe­

ro sin terminar o extinguir los efectos del propio nombramiento. 

Artículo 96.- La huelga deberá limitarse al mero acto 

de la suspensión del trabajo, 

Artículo 97.- Los actos de coacción o de violencia fí­

sica o moral sobre las personas o de fuerza sobre las cosas come­

tidas por los huelguistas, tendrán como consecuencia, respecto de 

los responsables, la pérdida de su calidad de trabajador, si no -
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constituye otro delito cuya pena sea mayor, se sancionerán con -­

prisión, más la reparación del dafto. 

Artículo 98.- En caso Jo huelga loo trabajadores con -

funciones en el extranjero, deberán limitarse a hacer valer sus -

derechos por medio de los organismos nacionales que correspondan; 

en la inteligencia de que les está vedado llevar a cabo cualquier 

movimiento de carácter huelguístico fuera del territorio nacional, 

Artículo 99.- Para declarar una huelga se requiere: 

a} Que se ajuste a los términos del Artículo 94 de es­

ta ley, y 

b} Que sea declarada por las dos terceras partes de -­

los trabajadores de la dependencia afectada, 

Artículo 100,- Antes de suspender las labores, los tra­

bajadores deberán presentar al Presidente del Tribunal Federal de 

Conciliación y Arbitraje, su pliego de peticiones con la copia 

del acta de la asamblea en que se haya acordado declarar la huel­

ga. El Presidente, una vez recibido el escrito y sus anexos, co­

rrerá traslado con la copia de ellos al funcionario o funciona--­

rios de quienes dependan la concesión de las peticiones para que 

resuelvan en el término de diez días 1 a partir de la notificación. 

Artículo 101.- El Tribunal Federal de Conciliación y A~ 

bitraje decidirá dentro de un término de 72 horas, computado des­

de la hora en que se reciba copia del escrito acordando la huelga, 

si ésta es legal o ilegal 1 según se hayan satisfecho o no los re-
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qui sitos o. que se refieren los u.rtículos anturiores, Si la huel­

ga es legal, procederá desde luego a la conciliaci6n de las po.r-­

tes, siendo obligatoria la presencia de éstas en las audiencias -

de avenimiento. 

Artículo 102,- Si la declaración de huelga se considera 

lego.1, por el Tribunal Federal de ConciHo.ción y Arbitraje, y si 

transcurrido el plazo de diez días a que se refiere el Artículo -

95 1 no se hubiere llegado a un entendimiento entre las partes, -­

los trabajadores podrán suspender las labores. 

Artículo lOJ.- Si la suspensión de labores se lleva a -

cabo antes de los diez días del emplazamiento, el Tribunal decla­

rará que no existe el estado de huelga¡ fijará a los trabajadores 

un plazo de 24 horas para que se reanuden sus labores, percibién­

dolas que si no lo hacen quedarán cesados sin ;esponsabilidad pa­

ra el Estado, salvo en casos de fuerza mayor o de error no imput,!t 

bles a los trabajadores, y declarará que el Estado o funcionarios 

afectados no han incurrido en responsabilidad. 

Artículo 104.- Si el Tribunal resuelve que la declara-­

oión de huelga es ilegal, prevendrá a los trabajadores que, en C!_ 

so de suspender las labores, el acto será considerado como causa 

justificada de cese y dictará las medidas que juzgue necesarias -

para evitar la suspensión. 

Artículo 105.- Si el Tribunal resuelve que la huelga es 

ilegal, quedarán cesados por este sólo hecho, sin responsabilidad 
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para los titulares, los trabajadores que hubieren suspendido sus 

labores. 

Artículo 106,- La huelga será declarada ilegal y delic­

tuosa cuando la mayoría de los huelguistas ejecuten actos violen­

tos contra las personas o las propiedades, o cuando se decreten -

en los casos del Artículo 29 Constitucional, 

Artículo 107.- En tanto no se declare ilegal, inexiste!!_ 

te o terminado un estado de huelga, el Tribunal y las autoridades 

civiles o militares deberán respetar el derecho que ejerciten los 

trabajadore?, dándoles las garantías y prestándoles el auxilio -­

que soliciten. 

Artículo 108.- La huelga terminará: 

a) Por avenencia entre las partes en conflicto, 

b) Por resolución de la asamblea de trabajadores, toma 

da por acuerdo de la mayoría de los miembros, 

e) Por declaración de ilegalidad o inexistencia, y 

d) Por laudo de la persona o tribunal 1 a solic:i. t ud de 

las partes y con la conformidad de dstos, SP aboque al cono­

cimiento el asunto. 

Artículo 109,- AJ resolverse que una declaración de --­

huelga es legal, el Tribunal a petición de las autoridades corre& 

pendientes y tomando en cuenta las pruebas presentadas, fijará el 

número de trabajadores que los huelguistas estarán obligados a 

mantener en el desempefio de sus labores, a fin de que continúen -
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realizándose aquellos servicios cuya suspensi6n perjudique la es-

tabilidad de las instituciones, la conservaci6n de las instalaci~ 

nes signifique un peligro para la salud pública. (9) 

Hasta hoy la burocracia, a trav's de sus diversos sind! 

catos, ha logrado obtener algunos beneficios por parte del Estado, 

pero no ha llegado a ejercitar el derecho de huelga con fines re! 

vindicatorios para el cambio de las estructuras económicas y polf 

ticas, la burocracia como parte integrante de la clase obrera ten 

drá que luchar al lado de ésta. 

D. REGULAOION DEL DERECHO DE HUELGA EN LA LEY 
DE LOS TRABAJADORES AL SERVIr.IO DEL 
ESTADO 

Con relación a los trabajadores del stado, independie~ 

temente de su condición burocrática, tiene relación interna y de-

be considerarse como parte de la clase obrera, manifestando nues-

tra inconformidad sobre la limitación de ejercicio de huelga, co-

molo tiene establecido el Artículo 12J, Fracción X, Apartado b) 1 

de la Constituci6n, y la Reglamentación prevista en la Ley Fede--

ral de los 1'rabajadores al Servicio >.lel Estado, en sus Artículos -

94 y 109, por considerarl~" ~antrarios a la finalidad, que es la 

reivindicación de la Clase Trabajadora, ya que la limitación y le 

resolución de la declaración de huelga como legal por el Tribunal 

respectivo hace completamente negatoria su eficacia, porque los -

medios de presión que deben caracterizar el ejercicio de la huel-

ga, no puede configurarse plenamente y alcanzar sus fines. 
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' Pero en contra de esto r;e hu ur1r,u1111•nLtvJ,, qll<' ·J. í•:stndo, 

a través de su funci6n pública, realiza uno n0ric de actos ten---

dientes a la satisfacci6n de lns necesidades colectivas, y que el 

interés público se vería seriamente afectado ante la negativa de 

los trabajadores de desempenur sus funciones, en perjuicio de la 

colectividad, ya que la finalidad que el Estado persigue es el be 

neficio de todas las clases sociales que integran la misma, 

Como hemos afirmado en otra parte de nuestro estudio, -

el Estado surgió de la necesidad econ6mica de la clase dominante -

de proteger sus intereses, y se ve obligado objetivamente a elab~ 

rar y defender las normas que corresponden a sus necesidades, por 

lo que el contenido del derecho no lo determina arbitrariamente -

el Estado, ni un ideal abstracto de justicia, sino las relaciones 

económicas que condicionan la voluntad de la clase dominante re-~ 

presentada por el mismo Estado, por lo que afirmamos que en un r! 

gimen capitalista el trabajo asalariado, etc, Por lo tanto, no -

podemos considerar como se pretende, que la finalidad del Estado -

se haye directamente encaminada a beneficiar a través de su acti-

vidad a la clase oprimida, puesto que éste fue creado, como hemos 

expue ato, con fines completamente opue st·:is. Ante el desamparo de 

la clase desposeída, el único recurso que le queda para lograr 

progresivamente la reivindicación de una verdadera justicia so---

cial, es el derecho de huelga, y si este derecho de huelga se ve 

disminuído, aduciendo la preservación del interés público, resul­

ta evidente que dicho interés no debe prevalecer al interés de la 

clase desposeída y 1 por lo mismo, la limitación que se hace de su 
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derecho no se justifica de manera alguna. 

El derecho de huelga para los servidores p6blicos se ha 

ya consagrado por la ley que agrupa y protege derechos. TI:ate no 

hubiera podido ser de otra manera, puesto que por una parte, la -

legislaci6n laboral los considera como trabajadores y por lo mis­

mo, como sujetos activos del derecho del trabajo y, por la otra,­

el propio precepto uonstituuional que consaura las regulaciones -

laborales, preve esta especial circunstancia; es decir, que los -

bur6cratas puedan declarar la huelga, Hemos analizado suficiente 

mente la naturaleza de este movimiento típicamente obrero, que la 

ley define como la suspensi6n temporal del trabajo, como resulta­

do de una coalici6n de trabajadores, decretada, es preciso puntu~ 

lizarlo, en la forma y términos que la Ley de los Trabajadores al 

Servicio del Estado establece en su Artículo 92, En la huelga de 

clarada por los trabajadores al Servicio del Estado, el titular -

de ella, a pesar de que es un derecho colectivo, son los trabaja­

dores del sindicato do la dependencia que hacen uso del derecho, 

La teoría laboral formula interesantes consideraciones -

al respecto, como son la de que es un derech0 positivo de la masa 

obrera, consistente en la facultad d~ suspender totalmente las la 

bares, imponiendo a esta su0r~e su voluntad al Estado, 

Es un derecho colectivo, sin embargo, descansa en las -

voluntades individuales libremente expresadas de cada trabajador, 

Sólo puede ejercitarse en el caso cuando concurre un consentimien 

to tan mayoritario como es el de las dos terceras partes de los -
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servidores públicos, Al manifestar la ley como eH el caso de los 

trabajadores ordinarios que es el resultado de una coalición, es-

tá expresando los medios válidos de ejercer el derecho, Podemos 

"repetir con el teórico del derecho obrero que el "titular del de­

recho de huelga es una coalición obrera" que reúne a los dos ter­

ceras partes de los trabajadores de la unidad burocrática afecta­

da por el movimiento. 

La Suprema Corte ha sustentado en repetidas ocasiones -

esta tesis, al expresar que aunque beneficia a cada trabajador en 

lo particular, no puede éste declararla solo y, un movimiento ge­

nerado así es una suspensión de labores decretadas por menos de -

las dos terceras partes resulta improcedente, Sin embargo, den-­

tro del espíritu y letra del Artículo 93 de la Ley de los Trabaj~ 

dores del Estado la titularidad del derecho parece corresponder -

al sindicato burocrático, lo que no ocurre siempre ni necesaria-­

mente respecto de los trabajadores ordinarios, al grado que se -­

considera que la huelga no es un derecho sindical. 

No pasa así, porque no necesariamente un único sindica­

to contrata con una sola empresa y es la coalición de los trabaj!_ 

dores de ésta 1 reunidos en mayoría, ~~u pueden ejercer el derecho, 

En el caso de los burócratas, un solo sindicato perten~ 

ce a cada dependencia, por lo mismo, la titularidad, si bien co-­

rresponde a la mayoría agrupada en una coalición, ésta es la coa­

lici6n do un sindicato. Podría acaso haberse suprimido la coali­

ción, De hecho creemos, que la huelga indirectamente es un dere-
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cho sindical y que es posible suponer la aaclaraci6n de la huelga 

burocr,tica fuera del control sindical, Pero, ¿en realidad es ª! 

to factible? Tal vez si, en cuyo caso debe reiterarse que el de­

recho es de la coalición. Acaso sin quererlo, la ley hu dado a -

los bur6cratas un medio de declarar una huelga, evitando la incon 

veniencia de la política sindical, a veces viciada por intereses 

o presiones ajenae al deseo rte lu mayoría, 

En los casos hipotéticos sobre las huelgas burocr,ticas, 

la coalici6n mayorituria y el sindicato tienden a confundirse, 
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LOS SERVICIOS PUBLlCOS PHJ\S'i'ADOS l'Ol\ J;;J, ESTADO 

A. CONCEPTO DE SERVICIO PUBLICO 

Debido el interés por precisar el concepto de servicio 

público dice el Macs·~ro García Oviedo, que en el viejo derecho a.:!_ 

ministrativo no existió yu que se encargó de estudiar la actua--­

ci6n del poder del Estado en la realización de sus fines y la con 

sideración de las normas legales adecuadas a dicha actuación sin 

entrar al estudio del servicio público en sí. 

En la actualidad el número cada día mayor de las necesi 

dades colectivas que se satisfacen por medio de estos servicios y 

la gran importancia que para el progreso y bienestar de la colec­

tividad representa la adecuada prestación de los mismos, ha des-­

pertado el interés por su estudio, 

El término 11 servicio" indica etimológicamente 1 de serv.!. 

re 1 servus: sujeción, dependencia. En la realización del servi-­

cio público la actividad del Estado es opuesta a su característi­

co "Imperium" el servicio concreta la obligación del Estado de -­

servir a sus miembros. 

Duguit dice: "El mismo día que bajo la acción de causas 

muy diversas se produjo la dis'tinción entre gobernantes y gobern.!!. 

dos, la noción del servicio público nació en el espíritu de: los 

hombres, En efecto, se ha comprendido desde ese momento que cie! 

tas obligaciones se imponían a los gobernantes para con los gobe! 
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nados, y que la realización de esos deberes 1 era u la "(H'. 1 ln CO!!_ 

secuencia y la justificación de su mayor fuerza." (10) El Maes­

tro Fraga a su vez dice: "La finalidad del Estado consiste en la 

promoción de todo lo que en general, pueda favorecer al bien pú-­

blico1 obliga al Estado a procurar el desarrollo de los servicios 

públicos. 11 (11) La ingerencia cada día mayor del Estado en la -

actividad de los particulares para dar satisfacción adecuada a -­

las necesidades colectivas ha aumentado notablemente la importan­

cia de éstos influyendo en la doctrina, toda una escuela moderna, 

la escuela realista de Duguit 1 ha hecho de la teoría del servicio 

público columna vertebral del derecho público, 

Escribe Duguit: "El Estado no es, como se ha pretendido 

hasta ahora, una potencia que manda, una soberanía. Es una fede­

ración de servicios públicos organizados y controlados por los g~ 

bernantes, La noción del servicio público substituye al concepto 

de soberanía como fundamento del derecho público. 11 

Duguit define al servicio público como "toda activ1dad 

cuyo cumplimiento debe ser a'segurado 1 regulado y controlado por -

los gobernantes, porque el cumplimiento de esta actividad es in-­

dispensable para la realización de la interdependencia social y -

es de tal naturaleza que no puede ser realizada completamente si­

no por la in ter vena i ón de la fuerza gubernamental," ( 12) El 

Maestro Fraga opina que no debe darse a la expresión de servicio 

pdblico el alcance que pretende darle Duguit, y aduce las razones 

siguientes: que la noción de servicio público no corresponde den 
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tro de la doctrina moderna francesa a un concepto bien definido,­

que dicha noci6n es puramente doctrinaria sin que esté de acuerdo 

con la realidad, que no abarca toda la actividad del Estado que -

pretende comprender y finalmenLc, que incluye una parte de la ac-

tividad privada, (13) 

Por las razones antes expuestas, el Maestro Fraga prop~ 

ne que se emplee la expresión "atribuciones del Estado" para de--

signar genéricamente la actividad del Estado, es decir, la totali 

dad de las tareas que se atribuyen al mismo para satisfacer sus -

propias finalidades, limitando el término servicios públicos a su 

propio sentido, es decir, a la actividad por la cual el Estado, -

cumpliendo con sus atribuciones, se substituye total o paroialme~ 

te a la actividad de los particulares o se combina con ella para 

la satisfacción de las necesidades colectivas. 

Concepto de servicio público 
en nuestra legislación 

El concepto de servicio público, no obstante la gran i~ 

portancia que actualmente tiene, no ha sido objeto de normas que 

lo definan en nuestra legislación, dándose como supuesto el cono-

cimiento de su noci6n se hace referencia a ~l sin expresar clara-

mente el concepto que de servicio público tiene nuestra ley. 

En la Constitución se hace referencia a los servicios -

públicos en el Artículo 123, Fracción XVIII: "•••en los servi--­

oios públicos será obligatorio para los trabajadores dar aviso -­

con diez días de anticipación a la Junta de Conciliación y Arbi--
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traje, de la fecha senalada para la suspensi6n del trabajo,,." 

Tal disposición pasó a integrar el Artículo 265 de la Ley Federal 

del Trabajo, precepto que es complementado por el 266 del mismo -

ordenamiento, el que para los efectos del plazo de preaviso seña­

la que actividades deben ser comprendidas bajo la denominación de 

servicios públicos, consignando dentro de la enumeración de los -

que considera servicios públicos algunos que carecen de tal carác 

ter a pesar de que su importancia social es indiscutible. 

El Artículo 5 Constitucional se refiere también a los -

servicios públicos, estableciendo que sólo podrán ser obligato--­

rios, en los términos que establezcan las leyes respectivas, el -

de las armas, los de jurado, los cargos concejiles y los de elec­

ción popular, directa o indirecta y obligaciones y gratuitas las 

funciones electorales," Tal noción se refiere a prestaciones pe~ 

sonales impuestas por la ley, que corresponden a una forma de ser 

vicio público distin·ta a la noción estricta del mismo y que se ca 

racteriza por la colaboración de particulares en la obra de la ad 

ministración, 

La Ley de Vías Generales de Comunioación, en su Artícu­

lo lo,, califica como servicios públicos a las vías de comunica-­

ci6n. Esta definici6n es Jnuorrecta, puesto que adem6s de refe-­

rirse como conocido a un concepto impreciso en nuestra legisla--­

ción, señala a los objeto¡¡ materiales "vías de comunicación" como 

servicios públicos, siendo que lo característico del servicio p6-

blico es la actividad encaminada a la satisfacción de las necesi-
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dades colectiva~, será a esta actividad a la que corresponda el -

carácter de servicio público no a los medios de que éste se vale 

para conseguir tal fin, En derecho administrativo, se entiende -

por servicio público, un servicio técnico prestado al público, de 

una manera regular y continua para la satisfacci6n del orden pú-­

blico y por una orguidiación pÚbl:icu," {J.!,) 

La Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia dá -­

las siguientes definiciones de servicio público: 

l. "La sociedad y el Retado tienen interés en que no -

se suspendan los servicios que presten los particulares, pe­

ro que tengan el carácte~ de servicios públicos, por lo que 

contra la orden para que dichos servicios se continúen pres­

tando, es improcedente conceder la suspensi6n, aunque con --

ello se vulneren intereses privados, 11 { 15) 

2. 11 Es procedente conceder la suspensi6n contra el em­

bargo que se traba en bienes destinados a servicios públicos, 

porque la sociedad está interesada en que tales servicios no 

se entorpezcan, 11 ( 16) 

A pesar de la falta de disposiciones que definan el co~ 

oepto que de servicio público tiene nuestra legislaci6n, éste, -­

por las disposiciones en que se habla de él y por la Jurispruden­

cia de la Suprema Corte de Justicia de la Naci6n, coincide con la 

doctrina reconociendo la importancia de la función social que de­

sarrollan y la necesidad de su funcionamiento regular y continuo, 

y si en nuestra legislación encontramos disposiciones que descono 
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cen la naturaleza propia del servicio público, ello 8R debe a que 

el legislador 1 obligado en otra época por determinadas condicio--

nea a dar al derecho de huelga la mayor amplitud posible, autori-

zando su empleo aún en lou servic.i.os pÚblicou, ha descuidado la -

atención que éstos requieren por la importancia de su funci6n so-

cial ya que si historicamente existe una clara justificaci6n del 

derecho de huelga en general, la evoluci6n lógica de los pueblos 

implica rectificaciones forzosas en sus instituciones. 

Es necesario que nuestros legisladores ajustando estas 

dos instituciones a la realidad de nuestro medio, lleven a cabo -

una revisi6n de los preceptos relativos a los servicios públicos 

y nos ofrezcan la definición jurídica precisa de los mismos, y -

que haciendo a un lado todo motivo político, prohiban _el empleo 

de la huelga en estos servicios, asegurando a los servidores pú-

blicos, el respeto de sus derechos por medios que no lesionen el 

interés de la colectividad, 

B. DESARROLLO DE LA PRESTACION DE LOS SERVICIOS 
PUBLICOS 

La idea de servicio hu~" referencia a la organtza.ción -

de elementos y actividades para un fin, nota común a toda clase 

de servicios, 

Dentro del desarrollo de los servicios públicos, pode­

mos empezar haciendo la distinción entre derecho pÚbli c o y pri v~ 
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do atendiendo a las siguientes razones: 

l. A que satisface una necesidad pública, colectiva, -
general, 

2. A que es pública la persona que lo atiende, 

3. A que es público el régimen jurídico que norma su -

realización. 

Pero ninguno de estos caracteres aislados nos permite -

distinguir con p1·ecisión el servicio público del servicio privado. 

Así vemos, con relación al primer punto, que hay necesidades pú-­

blicas que se satisfacen por medio de servicios privados; ec cuan 

to al segundo punto, vemos que no toda la actividad realizada por 

las personas públicas constituye un servicio público, existiendo 

en cambio servicios públicos realizados por personas privadas; -­

respecto al Último criterio, se puede decir que es la naturaleza 

especial de la actividad del Estado la que impone un régimen jurf 

dico también especial y no que el régimen jurídico sea el que dé 

una fisonomía particular a la actividad de los agentes públicos,­

encargados de dar satisfacción a las necesidades colectivas, 

Es la combinación de los criterios anteriores la que 

nos permite distinguir la naturaleza pública de un servicio. El 

Maestro García Oviedo dice: •Público es el servicio que satisface 

una necesidad colectiva, y cuya gestión es asumida ya por la admj 

nistración directamente, ya por una persona o entidad por su en-­

cargo," (17) El Maestro Fraga define el servicio p6blico dicie~ 

do: "Es una actividad para satisfacer concretamente una necesidad 
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colectiva de carácter económico o cultural n.eüiaJLte p· • .1t;;t:Jonos 

que por virtud de regulación especial del Poder Público, deben -­

ser regulares, continuas y uniformes,º 

Los caracteres básicos del servicio público son: la 

existencia de una necesidad colectiva cuya satisfacción es de in­

terés general y los medios que se utilizan para la eficaz satis-­

facción de la misma, 

Respecto de la existencia de las necesidades colectivas, 

ya hemos dicho que pueden satisfacerse por la actividad privada 1 -

pero el interés público demanda que tales prestaciones se propor­

cionen en determinadas condiciones, llenando un máximo de efica-­

cia y seguridad que los particulares no pueden garantizar, Tres 

de estas condiciones se incluyen en las definiciones generalmente 

aceptadas: la continuidad 1 la regularidad y la uniformidad en la 

prestación. El motivo que más poderosamente ha influído en la 

creación de los servicios públicos, ha sido el de garantizar la -

continuidad en la satisfacción del interés social e que provee la 

empresa. Hay ciertas necesidades que por diversas drounstancias 

deben ser atendidas ininterrumpidamente, pues si así no fuese pr~ 

duciríanse graves trastornos en la vida de la colectividad, 

El Poder Público debe evitar este peligro y para ello -

organiza los servicios públicos y en caso de concesión, impone a 

la empresa un r'gimen jurídico especial que garantice la continui 

dad de su prestación. 
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Esta necesidad de continuidad en la reallzaclón del ser 

vicio público es de tal manera importante, que inspira casi por -

entero el sistema jurídico especial que sigue a estos servi~ios.­

(lB) El Maestro García Oviedo cita a continuaci6n a Rolland, --­

quien dice: "La idea de la continuidad de los servicios públicos 

ha sido la inspiradora de ciertas disposiciones, tales como las -

que organizan la suplencia de los agentes dimisionarios, el deber 

de permanecer en sus puestos mientras no sean designados sus suce 

sores, las que establecen el precepto de que la dimisi6n de los -

agentes públicos no surta efecto hasta que sea aceptada y las que 

prohiben la huelga a los funcionarios públicos,º 

La necesidad de garantizar la satisfacci6n regular de -

las necesidades colectivas, se aduce también como otra de las ra­

zones que justifican la creación de los servicios públicos, esta!!_ 

do éstas e:tendidas por grandes empresas que constituyen verdade-­

ros monopolios de hecho, al no contar con ningún competidor, exi! 

te el peligro para los usuarios de que éstas 1 animadas por el es­

pÍri tu de especulaci6n, ofrezcan un servicio pobre, viejo o moles 

to, El Estado evita tal mal al imponer a las empresas un régimen 

de intervención encaminado a proporcionar a los administrados un 

servicio adecuado, continuo y r0gular. 

Otra de las ventajas que ofrece el servicio público er 

la de proveer a la satisfacci6n de las necesidades colectivas, si 

guiendo un criterio de uniformidad que el servicio privado no pu~ 

de ofrecernos, Dejando a la actividad privada el desarrollo del 
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servicio, el móvil de lucro hará que éste sólo se preste donde --

proporcione Utilidades, dejando las rOG.iO!l<'~B pob:rl.'<J O J'., ha b l I,¡, 

das sin los servicios necesarios. El servicio públ:i.co remedia en 

lo posible este mal, ya que personificado en el Estado el supremo 

interés colectivo su actlrnci ón se: mnnif.i.esta desinte1•eriada, pcrmi:_ 

tiéndole emplear un plan de conjunto que lleva los beneficios del 

servicio a todos o a la mayoría de los núcleos de un país. 

La naturaleza del servicio público, el fin que se persi:_ 

gue con su realizaci6n y la personalidad de quien lo desarrolle, 

determina la existencia de un régimen jurídico especial que debe­

rá aplicarse tanto a los individuos que lo prestan como a los --­

usuarios en sus relaciones con el Estado y a los bienes afectos -

al servicio, 

"La inexcusabilidad del funcionamien o constante y reg~ 

lar dé ciertos servioios origina la creación de los servicios pú­

blicos con su régimen jurídico especial, El derecho de sup~rior!_ 

dad de que la administración goza para sus empresas brota de esa 

inexcusabilidad y ésta es también la línea divisoria que separa a 

la administración privada de la pública, Es Uú derecho de prerr~ 

gativa caracterizado por un conjunto de instituciones que fijan -

la posición preeminente del Estado frente a los particulares, ex­

presión de la suprema e í a definí ti va del iil'terés público frente al 

interés particular," (19) 

Vistas las causas que determinan la necesidad de la --­

creación de los servicios públicos y la razón del régimen jurídi-
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co especial que los rige, debemos atender ahora a las modalidades 

con que la persona pública los puede desarrollar. 11 mayor o me­

nor grado de intervención del Estado en los servicios públicos, -

está determinado en forma directa por la importancia de la necesi 

dad social que éstos satisfagan, Los servicios esenciales serán 

desarrollados por el Estado mismo con carácter de monopolio y con 

exclusión de toda actividad privada, Los servicios públicos de -

menor importancia serán desarrollados por el Estado en colabora-­

ción con los particulares o por los particulares con autorización 

del Estado y bajo su más estricto control y vigilancia, 

Coexistiendo en la sociedad servicios públicos, en su -

sentido jurídico y de acuerdo con la noción que hemos estudiado y 

servicios que encaminados a satisfacer necesidades de gran inte--

rés colectivo no reúnen los caracteres jurídicos antes menciona--

dos, debemos sefialar que no obstante la necesidad social que el -

servicio privado satisfaga, el carácter de servicio público sólo 

puede ser adqnirido por atribuci6n que haga la ley al Estado, 

C. LOS SERVICIOS PUBLICOS A CARGO DE LOS 
PARTICULARES 

Principiaremos aceptando que el servicio público no ---

abarca como lo sostiene la doctrina francesa, toda la actividad -

del Estado y reconocemos al mismo biempo, que éste no tiene el mo 

nopolio de los servicios públicos 1 sino que muchos de ellos se en 

cuentran en manos de particulares. 
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Considerando que no toda la actividad del Estado es se!_ 

vicio público, estimamos que s6lo pueden ser objeto de dicho servi 

cio, prestaciones de carácter económico o cultural, pero no actua 

ciones de carácter jur:i'.dico simplemente o imposiciones del !'oder 

Público, con la voluntad o contra la voluntad de los individuos, 

Vemos como el Estado no tiene el monopolio de los servl:_ 

cios públicos, porque o ya que encontramos en manos de particula­

res, actuaciones organizadas que por medio de prestaciones indivl:. 

duales, satisfacen de una manera regular, continua y uniforme, n! 

cesidades colectivas de carácter econ6mico o cultural, Conside-­

rar que sólo se tiene el servicio público, cuando es manejado por 

el Estado, es adoptar un criterio formal que sistematicamente he­

mos rechazado en el curso de esta obra, siempre que hemos encon-­

trado elementos substanciales bastantes para caracterizar a una -

institución, 

La doctrina universal, incluyendo a la doctrina france­

sa contemporánea, admite que los servicios públicos se prestan -­

por los particulares en ejercicio de su libertad de co~~rcio 1 por 

el Estado d1r~ctament~, por ~mpresas privad~s a lás que el istadq 

~U.toriza mediante una conoí:!s:l.ón o por empr'esas mixtas int\igrad!s 

~or el istado y los particulares1 

Es indudable que los particulár'es pued'en, en uso de sut. 

1lt~rtades, cre~r empresis que satisfacen necesidades colebtivas 

d'e orden económico o cultura l. Sin embil.rgo¡ el ejercicio de esas 

m:Í.smas Ü•bertádes deja á la voluntad de los individuos la conaer-
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vaaión, regularidad y uniformidad de las prestaciones que ofrecen 

al público, Mientras la empresa se guíe exclusivamente por el i~ 

terés económico de sus dueftos, no existe ni puede existir un ser­

vicio público. 

Pero a medida que ese interés privado va coincidiendo -

con el interés colectivo y se va extendiendo e intensificando el 

beneficio al público, el Estado se va interesando en el desarro-­

llo de la actividad privada y principiando por hacer uso de sus -

facultades de policía y m4s tarde en ejercicio de sus atribucio-­

nes de tutela de los intereses colectivos, comienza a intervenir 

regulando aquella actividad, concluyendo por organizarla, median­

te una reglamentación adecuada que garantice la regularidad y un.!_ 

formidad de las prestaciones, en forma de transformar la aativi-­

dad inicialmente libre en una actividad de ser,1iaio público, 

En otras ocasiones, el uso de facultades de policía so­

bre la circulación o las de regular el aprovechamiento de los bie 

nea de dominio público o de uso común, llevan al Estado a autori­

zar el tráfico o la ooupaafón de aquellos bienes siempre que los 

beneficiarios se sometan a las condiciones que el mismo Estado -­

considere conveniente imponer para la mejor gestión y para obte-­

ner el mayor beneficio col0c bivo de la empresa que se proyecta e!!. 

tablecer, Sin duda, a trav&s de este proceso se han organizado . 

en nuestro país un buen número de servicios públicos, como son -­

los transportes urbanos, por medio de automóviles o tranvías, los 

de alumbrado, los de distribución de aguas,. eta, No es extraño -

encontrar en las concesiones y autorizaciones primitivas otorga--
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das por el Gobierno de la República 1 que el objeto fundamental de 

ellas fue la ocupación de los bienes de dominio público, pero co!!. 

teniendo regulaciones para el servicio que proyectaba instalarse. 

En algunos países, como Inglaterra y Estados Unidos 1 

han sido profundamente respetuosos de la libertad individual, se 

ha sustentado una tesis interesante respecto a la transformación 

de actividades privadas en servicios públicos. Sobre esta tesis 

los tribunales americanos sostuvieron que 11 cuando alguno dedica -

su propiedad a un uso en el cual el público tiene un interés, ªº!!. 

cede, en efecto, al público un interés en ese uso y debe someter­

se a ser controlado por el público para el bien común en la exten 

sión del interés que ha creado de esa manera". 

De un modo u otro es claro que cualquiera que sea el 

fundamento usado, llega un momento en que el E ·,tado interviene re 

gulando actividades privadas que satisfacen en el orden económico 

o cultural, una necesidad colectiva, y cuando esa regulación impE_ 

ne regularidad, e ontinuidad y uniformidad en las p:restaoione s, se 

establece un servicio público en manos de particulares. 

D, LOS SERVICIOS PUBLICOS Piu5STADOS POR EL 
ESTADO 

El Estado explota servicios públicos paralelamente con 

los particulares, como en el caso de establecimientos de asisten-

cia, o bien, es el propio Estado el que se substituye complete.me!!. 
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te a la actividad privada en el manejo de dichos servicos, ya sea 

prohibiendo a los particulares la explotación de ellos, autorizá!!_ 

dola en ravor del Estado, o ya autorizando la expropiación de los 

que existen en poder de particulares, casos en los cuales se dice 

que hay estatización, o municipalización de los servicios públi--

COS, 

También puede ocurrir que el Estado tenga la iniciativa 

de creación de servicios públicos nuevos. 

Ya en manos del Estado pueden darse dos situaciones, 

Por un lado o el servicio es un monopolio cuya explotación no pu~ 

de delegarse, que es lo que tiene lugar con el servicio de co---­

rreos, con el de telégrafos, con el de radiotelegraría, o en cam­

bio pu~den prestarse directamente por el Estado o mediante deleg~ 

ción ya a una empresa particular o bien a una 11mpresa de economía 

mixta. 



O A P I T U L O IV 
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LA HUELGA EN LOS SERVICIOS l'Ulll,!•:u.s 
PRESTADOS POR EL ESTADO 

A, NORMA CONSTITUCIONAL Y FINES 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica--

nos, en su Artículo 123, declara y protege a las garantías socia­

les, fija las bases para la reglamentaci6n de la huelga, al seña-

lar en su Fracción XVII que: "Las Leyes reconocerán como un dare-

cho de los obreros y de los pa·t1•onos las huelgas y los paros¡ si 

entendemos a la huelga como un derecho social cuyo ejercicio per-

mite a la clase trabajadora alcanzar mejores prestaciones y candi 

cienes de trabajo. 

El Artículo 123 Constitucional en su Fracción XVIII de-

fine lo que debe entenderse por licitud en matnria de huelga: 

"Las huelgas serán licitas cuando tengan por objeto consefíulr el 

equilibrio entre los di versos factores de la producción, arrnoni--

zendo los derechos del trabajo a los del capital." 

En relación con los trabajadores al Serv1clo del Estado, 

la licitud proviene no de que se busque con aquélla conseguir ese 

equilibrio econ6mico, imposible en relación con el Poder Público, 

sino que no se violen de manera general y sistemática los dere---

chos consagrados por el Apartado b) del Artículo 123 Constitucio-

nal, según lo consagra la Fracción X del mismo. 

La suspensi6n de labores, que es la consecuencia de la 

huelga, queda protegida sólo cuando el fin buscado sea la no vio-
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laci6n general y sistem,tica de los derechos laborales consagro--

dos por la Ley Suprema, 

Como diría el tratadista: "El concepto de huelga lícita 

hace referencia exclusiva ol fln del movimiento; la huelga es un 

derecho i.nstl'umc)ntu.l y nu Li nal.idud, p¡11•a merece1· 1'1 p1·otecc tón -

jurídica, es concreta y por mandato constitucional es la b6squeda 

de la cesaci6n de un estado general y sistem&tico de desconoci--­• 
miento por parte del titular, de las concesiones de trabajo esta-

tuídas por el propio precepto constitucional," 

Debemos acudir nuevamente a las regulaciones constitu-­

cionales de ilicitud contenidas en la misma Fracción XVIII del Ar 

tículo 123 a que hicimos menci6n anteriormente, De acuerdo con -

el precepto: "Las huelgas sar'n consideradas como ilícitas 6nica­

mente cuando la mayoría de los huelguistas eje·Jieren actos vio--

lentos contra las personas o lao propiedades, o en caso de guerra 1 

cuando aquéllos que pertenezcan a los establecimientos y serví---

cios que dependen del Gobierno." Los Artículos 105 y 106 de la -

Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado transcriben estas 

prescripciones, 

Como acertadamente s0ñala el comentarista, una huelga -

puede ser lícita segán la primera parte del artículo constitucio­

nal citado, e ilícita conforma a la segunda parte. Es así:"•••• 

porque, en tanto el concepto de huelga lícita hace referencia a -

los elementos exigidos por la ley para proteger la suspensi6n de 

labores efectuada en una empresa, el segundo mira a situaciones -



- 60 -

que acompañan a la huelga o a ciertos actos que pueden producirse 

en ocasión de ella y los cuales, por constituir en sí mismos un -

d~bito, no permiten que el orden jurídico proteja el movimionto,n 

"El concepto de huelga ilícito deriva, por tanto, de la 

concurrencia de una circunstancia contraria a ln legislación pe-­

nal, de lo que puede concluirse, la parte segunda de la Fracción 

XVIII del Art.ículo 12J es un capítulo de derecho penal constHu-­

cional; el concepto es, puco, una categoría del derecho penal." 

"La idea de huelga lícita, contemplada en la misma Frac 

ción XVIII, es una categoría civil, a la que se podría oponer el 

concepto de huelga civilmente lícita, el cual a su vez, cae, se-­

gún vimos, en la idea de huelga legalmente inexistente; es una -­

suspensión de labores que no está protegida por el derecho .Y que 

origina ciertas responsabilidades civiles." 

11 El Último concepto que ahora analizamos comprende ele­

mentos que no contradicen el concepto mismo de huelga, pero que,­

por constituir, en sí mismos un delito, impiden que el orden Jurf 

dico proteja el movimiento, el cual, no obstantú y en condiciones 

normales, estaría amparado por el derecho.u 

La Fracci6n XIX del Artículo 123 Constitucional dice: -

"Los paros serán lícitos Únicamente cuando el exceso de produc---· 

ci6n haga·necesario suspender el trabajo para mantener los pre--­

cios en un límite costeable, previa aprobación de la Junta de Con 

ciliaci6n y Arbitraje," Tal es la importancia que reviste el de­

recho de huelga, 11 En el porvenir la huelga no sólo es una espe-­

ranza del proletariado para la transrormación del régimen capita-
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lista, sino la piedra.de toque de la Revolución Social," (20) 

Nuestras normas constitucionales de trabajo, sustanti--

vas y procesales, no son simplemente proteccionistas y equllibra­

doras o niveladoras, en función de la socialización del derecho,-

sino reivindicadoras de la clase obrera; no son estatutos regula-

dores entre dos clases sociales en pugna, sino que tienen por fi-

nalidad imponer justicia social reivindicando los derechos del -­

proletariado a efecto de que recupere con los bienes de la produ~ 

ci6n lo que justamente le corresponda por la explotación de la --

que ha sido objeto durante la historia. 

Diversas disposiciones constitucionales ajustadas a la 

capacidad económica del Erario se traducen en prestaciones y son 

el objetivo de la relación obrero-patronal, Por tanto, su deseo-

nocimiento, lesión y postergación constituyen ~ausas de huelga, 

B, REGULACION EN LA LEY DE LOS TRABAJADORES 
AL SERVICIO DEL ESTADO 

El derecho de huelga para los servidores públicos se h~ 

ya regulado en ln ley que agrupo y protege aus derechos, específ~ 

camente en la Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado en -

su Artículo 92, que lo define como la suspensión temporal del tra 

bajo, como resultado de una coalición de trabajadores, 

Vernos que las razones que motivan el ejercicio de la -­

huelga a los servidores públicos, no es la desigualdad económica 
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respecto al patrón-Estado porque el Poder Público no tiene las ca 

racterísticas de empresario en las relaciones del trabaJo, es mas 

bien depositario y administrador de los recursos públicos, sino -

que es simplemente demandante de mejores condiciones de trabajo o 

mejor salario o, en su caso, otras prestaciones. 

De hecho, en las relaciones trabajador-Estado no existe 

propiamente mercado económico, 

Dentro de su Artículo 9J, vemos que la titularidad del 

derecho parece corresponder al sindicato burocrático, lo que no -

ocurre siempre ni necesariamente porque en sí es la coalición de 

los trabajadores de éste reunidos en mayoría los que pueden ejer­

cer el derecho. 

En realidad los recursos de que pueden valerse los tra­

bajadores se enauentran sefialados en los Artículos 100 y 101 de -

la Ley de la materia. La función conciliatoria contenida en el -

Artículo 101, no sabemos si es eficaz o no, ya que la falta de ex 

periencia en huelgas de servidores públicos, como hemos dicho, no 

se ha realizado todavía. Todo lo que en realidad hemos tenido 

han sido períodos preparatorios con tendencia a ella. 

Han sido diversos los factores que han impedido la coa­

lición de los servidores públicos en actividades huelguísticas. -

Citando como caso el de los médicos, se han creado asociaciones -

profesionales más o menos transitorias, que han afrontado los pr~ 

blemas. Parece ser que falta conciencia de clase, dirección y --
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continuidad en el prop6sito de asociaci6n y éstas se debilitan --

apenas logran su objetivo, Así pues, lo que podría ser ~1 prlnc! 

pio de una verdadera sindicalizaci6n con fines obrero-patronales, 

(no de tipo político), no existe en la burocracia, Vemos como de 

bido a la participaci6n política de los directivos sindicales en 

organizaciones del Estado, constituye una gran fuerza oponible a 

la verdadera voluntad de los trabajadores, que de todas maneras -

está movida e influenciada por sus representantes sindicales. 

Ahora bien 1 dentro de las regulaciones ampliamente pro-

tectoras del trabajador al servicio del Estado, la seguridad so--

cial, como lo previene la ley, se presta por medio del Instituto 

de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 

ampliando sus servicios a las instituciones descentralizadas y --

para-estatales que la Ley Laboral preve. 

No s61o cubre los riesgos profesionales, enfermedades y 

la maternidad, sino también la necesidad de asistencia médica al 

trabajador y sus familiares; aspectos como el descanso y la recu-

peraci6n; la compra de artículos de consumo diario, casas-habita­

ci6n .:o. arrendamientos, etc. Sería muy interesante analizar cual 
1 

es la dimensi6n del riesgo y de las prestaciones cubiertas, y ha! 

ta que punto las instituciones de servicio social las han cubier-

to. 

Podemos referirnos a ello mencionando que en el aspecto 

de seguridad social el Estado Mexicano ha ido tan lejos como es -

posible. 
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C. PROBLEMAS QUE PLANTEA LA LEGISLACION ACTUAL, 
CONSTITUCIONAL Y ORDINARIA EN LA REALIDAD 

Consideramos a los trabajadores al Servicio del Estado 

como integrantes de la clase obrera en general, sus relaciones l~ 

borales son de caricter social. No estamos de acuerdo en la limi 

taai6n que se hace al derecho de huelga ya que es el único recur-

so que tienen para lograr una verdadera justicia social en su ---

anhelo de superaci6n y mejoramiento, uniéndonos al criterio del -

Maestro Trueba Urbina que sostiene: "La huelga, como derecho so-­

cial, a la luz de la teoría integral, no sólo tiene una funai6n -

proteccionista de los trabajadores, sino reivindicatoria de los -

derechos del proletariado, pues a través de la misma puede obte-­

nerse el pago de la plusvalía mediante la socialización de los -­

bienes de la producción, lo cual traería a la vez de la supresión 

del régimen de explotación del hombre por el humbre." ( 21) 

La limitación presupuestaria y los mecanismos financie-

ros y legislativos que hay que poner en marcha para cumplir un --

laudo que implique modificaciones substaneiaJ.es en las condiciones 

generales de trabajo, hacen imposible o impráctico el laudo que -

resuelve el aspecto conflictivo generado por la huelga; cuando ée 

te es favorable a la burocracia, 
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CONCLUSIONES 

El derecho de huelga surgió a la vida jurídica en forma 

natural y espontánea, como consecuencia de los hechos que se des~ 

rrollaron en tiempos pasados, con el ánimo de protestar contra -­

las injusticias y procurar a la clase trabajadora un mejor nivel 

de vida. 

El reconocimiento legal de este derecho nos muestra una 

etapa de progreso, dentro de la natural evolución de las socieda­

des civilizadas. 

Considerarnos a la huelga como instrumento de defensa de 

los trabajadores; un límite para la clase dominante, que pretende 

cimentar en la explotación humana su forma habitual de vida, 

Consideramos a los trabajadores al Servicio del Estado, 

como parte integrante del derecho de trabajo y como parte de la -

clase obrera 1 en general, por lo que sus relaciones laborales son 

de carácter social. 

Actualmente, la burocracia a través de sus sindicatos,­

ha obtenido beneficios por parte del Estado, pero aún no ha ejer­

citado su derecho de huelga, para cuando los trabajadores asala-­

riados lo ejerciten con fines reivindicatorios para el cambio de 

sus estructuras sociales, deberán unirse, 

No estamos de acuerdo en que a los trabajadores al Ser­

vicio del Estado se les restrinja su derecho de huelga, pues care 
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ce de eficacia necesaria esta limitación. 

Las condiciones generales de trabajo a que se refiere -

el Apartado b) del Artículo 123 Constitucional 1 norman las rela-­

ciones laborales de la burocracia, tienden a garantizar la conti­

nuidad de los servicios públicos y la existencia material del Es­

tado. Esto explica que la aprobación de aquéllos quede sujeta a 

las posibilidades económicas del Erario Federal. 

La presión política de organismos ajenos a la burocra-­

cia, pero de los cuales forma parte, hacen poco viables los movi­

mientos de huelga 1 debido a que los partidos políticos son parti­

dos del Estado. 

La limitación del presupuesto y los mecanismos legisla­

tivos que deben de ponerse en marcha para cumplir un laudo que i!!!_ 

plique modificaciones oubotnncinles en las condiciones generales -

de trabajo 1 hacen imposible e impráctico el laudo que resuelve el 

aspecto conflictivo generado por la huelga; cuando es favorable a 

la burocracia, 

La experiencia ha demostrado que las huelgas de los ser 

vicios públicos no llegan sino a amenazar por falte de consisten­

cia y de decisi6n, por falta de espíritu de clase al Estado, 

Las posibilidades de que las relaciones burocrático-es­

tatales se eleven a un plano en que los supuestos jurídicos pre-­

vistos en la Constituci6n sean posibles, ésta es razón directa de 

la evolución política de los poderes. 
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